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1.-Orden del Día:  

 

1.- LISTA DE ASISTENCIA. 

 

2.- DECLARACION DEL QUORUM LEGAL. 

 

3.- LECTURA DEL DICTAMEN RESPECTO DEL PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE 

REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCION 

POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE COMBATE A LA 

CORRUPCION. 

 

4.- LECTURA DEL DICTAMEN REFERENTE AL PROYECTO DE DECRETO, POR EL QUE SE 

REFORMAN LOS PARRAFOS CUARTO Y SEXTO DEL ARTICULO 18 Y EL INCISO C) DE LA 

FRACCION XXI DEL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS.  

 

5.- LECTURA DEL DICTAMEN RESPECTO DE LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO, POR 

EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCION 

POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE DISCIPLINA 

FINANCIERA DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS. 

 

6.- CLAUSURA DE LA SESION. 

  

 

DIPUTADA PRESIDENTA 

 

 

EUGENIA FLORES HERNANDEZ 
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2.-Dictamenes: 

2.1 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, RESPECTO DE LA 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

  

A la Comisión de Puntos Constitucionales le fue turnado para su estudio y dictamen, el expediente 

relativo a la Minuta Proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Visto y estudiado que fue el documento en cita, la Comisión Dictaminadora somete a la 

consideración del Pleno, el siguiente: 

 

 

DICTAMEN 

 

RESULTANDO PRIMERO.- Con fecha 24 de abril de 2015 se dio a conocer en Sesión Ordinaria de esta 

Legislatura, el oficio número DGPL-2P3A.-3920.31, suscrito por el Senador Luis Sánchez Jiménez, 

Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, dirigido al Presidente de la 

Mesa Directiva del Congreso del Estado de Zacatecas. 

 

 Con tal oficio remiten a esta Asamblea Popular el expediente con Minuta Proyecto de Decreto por el 

que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. 

 

 Tal remisión tiene como objeto dar cumplimiento al artículo 135 de la Carta Magna. 

 

RESULTANDO SEGUNDO.- Por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva de esta LXI Legislatura 

del Estado, mediante memorándum # 1236, se turnó a esta Comisión Legislativa en la misma fecha, la Minuta 

Proyecto de Decreto de referencia, dejando a nuestra disposición el expediente relativo, para su análisis y la 

elaboración del correspondiente dictamen. 

 

CONSIDERANDO PRIMERO.- Que el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece como requisito para que las adiciones y reformas a la Ley Suprema formen parte de la 

misma, que el Congreso de la Unión las acuerde por el voto de las dos terceras partes de los individuos 

presentes y que sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados. 

 

 

 

 Que de acuerdo con el artículo 65, fracción II de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, es 

facultad de esta Legislatura promover y aprobar las reformas a la Constitución General de la República. 
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 Que la Minuta que nos ocupa, reúne los requisitos previstos en el artículo 98 de nuestro Reglamento 

General, toda vez que incluye exposición de motivos, estructura lógico-jurídica, así como artículos 

transitorios.  

 

CONSIDERANDO SEGUNDO.- Que a la letra, la Minuta textualmente establece: 

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 

COMBATE A LA CORRUPCIÓN. 

 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 22, párrafo segundo, fracción II; 28, párrafo vigésimo, fracción 

XII; 41, párrafo segundo, fracción V, Apartado A, en sus párrafos segundo, octavo y décimo; 73, fracciones 

XXIV y XXIX-H; 74, fracciones II y VI, en sus párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto; 76, fracción II; 79, 

párrafos primero, segundo, actual tercero y sus fracciones I, en sus párrafos segundo, cuarto y quinto, II y IV, 

primer párrafo, y los actuales párrafos cuarto, quinto y sexto; 104, fracción III; se modifica la denominación 

del Título Cuarto para quedar ”De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados 

con faltas administrativas graves o hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado”; 109; 113; 114, párrafo 

tercero; 116, párrafo segundo, fracciones II, en su párrafo sexto y V; 122, Apartado C), BASE PRIMERA, 

fracción V, incisos c), en su párrafo segundo, e), m) y n) y, BASE QUINTA; se adicionan los artículos 73, 

con una fracción XXIX-V; 74, con una fracción VIII, pasando la actual VIII a ser IX; 79, con un tercer y 

cuarto párrafos, recorriéndose los actuales en su orden; 108, con un último párrafo; 116, párrafo segundo, 

fracción II, con un octavo párrafo, recorriéndose el actual en su orden; 122, Apartado C), BASE PRIMERA, 

fracción V, inciso c), con un tercer párrafo, recorriéndose el actual en su orden; y se deroga el segundo 

párrafo de la fracción IV, del actual párrafo tercero del artículo 79 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 22. … 

 

… 

 

I. … 

 

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro, robo de 

vehículos, trata de personas y enriquecimiento ilícito, respecto de los bienes siguientes: 

 

a) a d) ... 

 

III. ... 

 

 

Artículo 28. … 

 

… 

 

… 

 

… 
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… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

 

I. a XI. … 

 

XII. Cada órgano contará con un órgano interno de control, cuyo titular será designado por las dos 

terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, en los términos que disponga 

la ley. 

... 

 

... 

 

... 

 

... 

 

... 

 

... 
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... 

 

... 

 

... 

 

... 

 

... 

 

Artículo 41. … 

 

… 

 

I. a  IV. … 

 

V. … 

 

Apartado A. … 

 

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones 

y funcionamiento, y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de 

dirección, ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo General será su órgano superior 

de dirección y se integrará por un consejero Presidente y diez consejeros electorales, y 

concurrirán, con voz pero sin voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes 

de los partidos políticos y un Secretario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para la 

organización y funcionamiento de los órganos, las relaciones de mando entre éstos, así 

como la relación con los organismos públicos locales. Los órganos ejecutivos y técnicos 

dispondrán del personal calificado necesario para el ejercicio de sus atribuciones. Un órgano 

interno de control tendrá a su cargo, con autonomía técnica y de gestión, la fiscalización de 

todos los ingresos y egresos del Instituto. Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto 

que con base en ella apruebe el Consejo General, regirán las relaciones de trabajo con los 

servidores del organismo público. Los órganos de vigilancia del padrón electoral se 

integrarán mayoritariamente por representantes de los partidos políticos nacionales. Las 

mesas directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos. 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

El titular del órgano interno de control del Instituto será designado por la Cámara de 

Diputados con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes a propuesta de 
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instituciones públicas de educación superior, en la forma y términos que determine la ley. 

Durará seis años en el cargo y podrá ser reelecto por una sola vez. Estará adscrito 

administrativamente a la presidencia del Consejo General y mantendrá la coordinación 

técnica necesaria con la Auditoría Superior de la Federación. 

 

… 

 

La ley establecerá los requisitos que deberán reunir para su designación el consejero 

Presidente del Consejo General, los consejeros electorales, el titular del órgano interno de 

control y el Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral. Quienes hayan fungido 

como consejero Presidente, consejeros electorales y Secretario Ejecutivo no podrán 

desempeñar cargos en los poderes públicos en cuya elección hayan participado, de 

dirigencia partidista, ni ser postulados a cargos de elección popular, durante los dos años 

siguientes a la fecha de conclusión de su encargo. 

 

… 

 

Apartado B. a D. … 

 

VI. … 

 

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

 

I. a XXIII. … 

 

XXIV. Para expedir las leyes que regulen la organización y facultades de la Auditoría Superior de la 

Federación y las demás que normen la gestión, control y evaluación de los Poderes de la Unión y de 

los entes públicos federales; así como para expedir la ley general que establezca las bases de 

coordinación del Sistema Nacional Anticorrupción a que se refiere el artículo 113 de esta 

Constitución; 

 

XXV. a XXIX-G. … 

 

XXIX-H. Para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, dotado de 

plena autonomía para dictar sus fallos, y que establezca su organización, su funcionamiento y los 

recursos para impugnar sus resoluciones. 

 

El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública 

federal y los particulares.  

 

Asimismo, será el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos por las 

responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que 

participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar a los responsables el 

pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que 

afecten a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales. 

 

 

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas Regionales. 
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La Sala Superior del Tribunal se compondrá de dieciséis Magistrados y actuará en Pleno o en 

Secciones, de las cuales a una corresponderá la resolución de los procedimientos a que se refiere el 

párrafo tercero de la presente fracción. 

 

Los Magistrados de la Sala Superior serán designados por el Presidente de la República y ratificados 

por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes del Senado de la República o, en sus 

recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en su encargo quince años improrrogables. 

 

Los Magistrados de Sala Regional serán designados por el Presidente de la República y ratificados 

por mayoría de los miembros presentes del Senado de la República o, en sus recesos, por la 

Comisión Permanente. Durarán en su encargo diez años pudiendo ser considerados para nuevos 

nombramientos. 

 

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas graves que señale la ley. 

 

XXIX-I. a XXIX-U. … 

 

XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya competencias entre los órdenes de gobierno para 

establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las 

sanciones aplicables por los actos u omisiones en que éstos incurran  y las que correspondan a los 

particulares vinculados con faltas administrativas graves que al efecto prevea, así como los 

procedimientos para su aplicación. 

 

XXX. … 

 

Artículo 74. … 

 

I. … 

 

II. Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, el desempeño de las 

funciones de la Auditoría Superior de la Federación, en los términos que disponga la ley; 

III. a V. … 

 

VI. … 

 

La revisión de la Cuenta Pública la realizará la Cámara de Diputados a través de la Auditoría 

Superior de la Federación. Si del examen que ésta realice aparecieran discrepancias entre las 

cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas 

respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos 

realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En el caso de la revisión 

sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las 

recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos, en los términos de la Ley. 

 

La Cuenta Pública del ejercicio fiscal correspondiente deberá ser presentada a la Cámara de 

Diputados a más tardar el 30 de abril del año siguiente. Sólo se podrá ampliar el plazo de 

presentación en los términos de la fracción IV, último párrafo, de este artículo; la prórroga no deberá 

exceder de 30 días naturales y, en tal supuesto, la Auditoria Superior de la Federación contará con el 
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mismo tiempo adicional para la presentación del Informe General Ejecutivo del resultado de la 

Fiscalización Superior de la Cuenta Pública. 

 

La Cámara concluirá la revisión de la Cuenta Pública a más tardar el 31 de octubre del año siguiente 

al de su presentación, con base en el análisis de su contenido y en las conclusiones técnicas del 

Informe General Ejecutivo del resultado de la Fiscalización Superior, a que se refiere el artículo 79 

de esta Constitución, sin menoscabo de que el trámite de las observaciones, recomendaciones y 

acciones promovidas por la Auditoría Superior de la Federación, seguirá su curso en términos de lo 

dispuesto en dicho artículo. 

 

La Cámara de Diputados evaluará el desempeño de la Auditoría Superior de la Federación y al efecto 

le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización; 

 

VII. … 

 

VIII. Designar, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, a los titulares de los 

órganos internos de control de los organismos con autonomía reconocida en esta Constitución que 

ejerzan recursos del Presupuesto de Egresos de la Federación, y 

 

IX. Las demás que le confiere expresamente esta Constitución. 

 

Artículo 76. … 

 

I. … 

 

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funcionario haga de los Secretarios de Estado, en caso 

de que éste opte por un gobierno de coalición, con excepción de los titulares de los ramos de Defensa 

Nacional y Marina; del Secretario responsable del control interno del Ejecutivo Federal; del 

Secretario de Relaciones; de los embajadores y cónsules generales; de los empleados superiores del 

ramo de Relaciones; de los integrantes de los órganos colegiados encargados de la regulación en 

materia de telecomunicaciones, energía, competencia económica, y coroneles y demás jefes 

superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los términos que la ley disponga; 

 

III. a XIV. … 

 

Artículo 79.- La Auditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y 

de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 

resoluciones, en los términos que disponga la ley. 

 

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de legalidad, definitividad, imparcialidad y 

confiabilidad. 

 

La Auditoría Superior de la Federación podrá iniciar el proceso de fiscalización a partir del primer día hábil 

del ejercicio fiscal siguiente, sin perjuicio de que las observaciones o recomendaciones que, en su caso 

realice, deberán referirse a la información definitiva presentada en la Cuenta Pública. 

 

Asimismo, por lo que corresponde a los trabajos de planeación de las auditorías, la Auditoría Superior de la 

Federación podrá solicitar información del ejercicio en curso, respecto de procesos concluidos. 
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La Auditoría Superior de la Federación tendrá a su cargo: 

 

I. … 

 

También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan los estados, los 

municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones 

territoriales. En los términos que establezca la ley fiscalizará, en coordinación con las entidades 

locales de fiscalización o de manera directa, las participaciones federales. En el caso de los Estados y 

los Municipios cuyos empréstitos cuenten con la garantía de la Federación, fiscalizará el destino y 

ejercicio de los recursos correspondientes que hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, 

fiscalizará los recursos federales que se destinen y se ejerzan por cualquier entidad, persona física o 

moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, fondos y mandatos, públicos y privados, o 

cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las leyes y sin 

perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema 

financiero. 

 

… 

 

La Auditoría Superior de la Federación podrá solicitar y revisar, de manera casuística y concreta, 

información de ejercicios anteriores al de la Cuenta Pública en revisión, sin que por este motivo se 

entienda, para todos los efectos legales, abierta nuevamente la Cuenta Pública del ejercicio al que 

pertenece la información solicitada, exclusivamente cuando el programa, proyecto o la erogación, 

contenidos en el presupuesto en revisión abarque para su ejecución y pago diversos ejercicios 

fiscales o se trate de revisiones sobre el cumplimiento de los objetivos de los programas federales. 

Las observaciones y recomendaciones que, respectivamente, la Auditoría Superior de la Federación 

emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los recursos públicos de la Cuenta Pública en revisión. 

 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, en las situaciones que determine la Ley, derivado 

de denuncias, la Auditoría Superior de la Federación, previa autorización de su Titular, podrá revisar 

durante el ejercicio fiscal en curso a las entidades fiscalizadas, así como respecto de ejercicios 

anteriores. Las entidades fiscalizadas proporcionarán la información que se solicite para la revisión, 

en los plazos y términos señalados por la Ley y, en caso de incumplimiento, serán aplicables las 

sanciones previstas en la misma. La Auditoría Superior de la Federación rendirá un informe 

específico a la Cámara de Diputados y, en su caso, promoverá las acciones que correspondan ante el 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción o 

las autoridades competentes; 

 

II. Entregar a la Cámara de Diputados, el último día hábil de los meses de junio y octubre, así como 

el 20 de febrero del año siguiente al de la presentación de la Cuenta Pública, los informes 

individuales de auditoría que concluya durante el periodo respectivo. Asimismo, en esta última 

fecha, entregar el Informe General Ejecutivo del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta 

Pública, el cual se someterá a la consideración del Pleno de dicha Cámara. El Informe General 

Ejecutivo y los informes individuales serán de carácter público y tendrán el contenido que determine 

la ley; estos últimos incluirán como mínimo el dictamen de su revisión, un apartado específico con 

las observaciones de la Auditoría Superior de la Federación, así como las justificaciones y 

aclaraciones que, en su caso, las entidades fiscalizadas hayan presentado sobre las mismas. 

 

Para tal efecto, de manera previa a la presentación del Informe General Ejecutivo y de los informes 

individuales de auditoría, se darán a conocer a las entidades fiscalizadas la parte que les corresponda 
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de los resultados de su revisión, a efecto de que éstas presenten las justificaciones y aclaraciones que 

correspondan, las cuales deberán ser valoradas por la Auditoría Superior de la Federación para la 

elaboración de los informes individuales de auditoría. 

 

El titular de la Auditoría Superior de la Federación enviará a las entidades fiscalizadas los informes 

individuales de auditoría que les corresponda, a más tardar a los 10 días hábiles posteriores a que 

haya sido entregado el informe individual de auditoría respectivo a la Cámara de Diputados, mismos 

que contendrán las recomendaciones y acciones que correspondan para que, en un plazo de hasta 30 

días hábiles, presenten la información y realicen las consideraciones que estimen pertinentes; en caso 

de no hacerlo se harán acreedores a las sanciones establecidas en Ley. Lo anterior, no aplicará a las 

promociones de responsabilidades ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, las cuales se 

sujetarán a los procedimientos y términos que establezca la Ley. 

 

La Auditoría Superior de la Federación deberá pronunciarse en un plazo de 120 días hábiles sobre las 

respuestas emitidas por las entidades fiscalizadas, en caso de no hacerlo, se tendrán por atendidas las 

recomendaciones y acciones promovidas. 

 

En el caso de las recomendaciones, las entidades fiscalizadas deberán precisar ante la Auditoría 

Superior de la Federación las mejoras realizadas, las acciones emprendidas o, en su caso, justificar su 

improcedencia. 

 

La Auditoría Superior de la Federación deberá entregar a la Cámara de Diputados, los días 1 de los 

meses de mayo y noviembre de cada año, un informe sobre la situación que guardan las 

observaciones, recomendaciones y acciones promovidas, correspondientes a cada uno de los 

informes individuales de auditoría que haya presentado en los términos de esta fracción. En dicho 

informe, el cual tendrá carácter público, la Auditoría incluirá los montos efectivamente resarcidos a 

la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales, como consecuencia de 

sus acciones de fiscalización, las denuncias penales presentadas y los procedimientos iniciados ante 

el Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

La Auditoría Superior de la Federación deberá guardar reserva de sus actuaciones y observaciones 

hasta que rinda los informes individuales de auditoría y el Informe General Ejecutivo a la Cámara de 

Diputados a que se refiere esta fracción; la Ley establecerá las sanciones aplicables a quienes 

infrinjan esta disposición; 

 

III. … 

 

 

IV. Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 

para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos federales y, en el caso 

del párrafo segundo de la fracción I de este artículo, a los servidores públicos de los estados, 

municipios, del Distrito Federal y sus demarcaciones territoriales, y a los particulares. 

 

Se deroga 

 

La Cámara de Diputados designará al titular de la Auditoría Superior de la Federación por el voto de las dos 

terceras partes de sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicho 

titular durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser 
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removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley señale, con la misma votación requerida para su 

nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título Cuarto de esta 

Constitución. 

 

Para ser titular de la Auditoría Superior de la Federación se requiere cumplir, además de los requisitos 

establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta Constitución, los que señale la ley. 

Durante el ejercicio de su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni desempeñar otro 

empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, docentes, artísticas o de 

beneficencia. 

 

Los Poderes de la Unión, las entidades federativas y las demás entidades fiscalizadas facilitarán los auxilios 

que requiera la Auditoría Superior de la Federación para el ejercicio de sus funciones y, en caso de no hacerlo, 

se harán acreedores a las sanciones que establezca la Ley. Asimismo, los servidores públicos federales y 

locales, así como cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, fideicomiso, mandato o fondo, 

o cualquier otra figura jurídica, que reciban o ejerzan recursos públicos federales, deberán proporcionar la 

información y documentación que solicite la Auditoría Superior de la Federación, de conformidad con los 

procedimientos establecidos en las leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los 

derechos de los usuarios del sistema financiero. En caso de no proporcionar la información, los responsables 

serán sancionados en los términos que establezca la Ley. 

 

… 

 

Artículo 104. … 

 

I. y II. … 

 

III. De los recursos de revisión que se interpongan contra las resoluciones definitivas de los 

tribunales de justicia administrativa a que se refieren la fracción XXIX-H del artículo 73 y la BASE 

PRIMERA, fracción V, inciso n) y BASE QUINTA del artículo 122 de esta Constitución, sólo en los 

casos que señalen las leyes. Las revisiones, de las cuales conocerán los Tribunales Colegiados de 

Circuito, se sujetarán a los trámites que la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta 

Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, y en contra de las resoluciones que en ellas 

dicten los Tribunales Colegiados de Circuito no procederá juicio o recurso alguno; 

 

IV. a VIII. … 

 

 

Título Cuarto 

De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas Administrativas 

Graves o 

Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado. 

 

 

Artículo 108. … 

 

… 

… 

… 
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Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de 

decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que 

determine la ley. 

 

 

Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán 

sancionados conforme a lo siguiente: 

 

I. Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones indicadas en el artículo 110 a los servidores 

públicos señalados en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u 

omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 

 

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 

 

II. La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en 

hechos de corrupción, será sancionada en los términos de la legislación penal aplicable. 

 

Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que se deba sancionar penalmente por 

causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo, o por 

motivos del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio, adquieran bienes o se 

conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no pudiesen justificar. Las leyes penales 

sancionarán con el decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, además de las otras 

penas que correspondan; 

 

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el 

desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, 

suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse 

de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los 

daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La ley establecerá los 

procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones. 

 

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior de la 

Federación y los órganos internos de control, o por sus homólogos en las entidades federativas, según 

corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las 

demás faltas y sanciones administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de 

control. 

 

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los 

miembros del Poder Judicial de la Federación, se observará lo previsto en el artículo 94 de esta 

Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior de la Federación en materia 

de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. 

 

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas 

administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control. 

 

Los entes públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la 

ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades 

administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal Federal de 
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Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos 

federales y participaciones federales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que 

pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción a que 

se refiere esta Constitución. 

 

Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito Federal y sus demarcaciones 

territoriales, contarán con órganos internos de control, que tendrán, en su ámbito de competencia 

local, las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior, y 

 

IV. Los tribunales de justicia administrativa impondrán a los particulares que intervengan en actos 

vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, 

las sanciones económicas; inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios 

u obras públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda 

Pública o a los entes públicos federales, locales o municipales. Las personas morales serán 

sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos vinculados con faltas administrativas 

graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral 

y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o 

intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen 

perjuicio a la Hacienda Pública o a los entes públicos, federales, locales o municipales, siempre que 

la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de 

administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es 

utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos 

la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los 

procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u 

omisiones. 

 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas en las fracciones anteriores se 

desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma 

naturaleza. 

 

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, 

podrá formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión respecto de las conductas a 

las que se refiere el presente artículo. 

 

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de 

responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a 

proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, 

administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les 

sea entregada dicha información. 

 

La Auditoría Superior de la Federación y la Secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno, 

podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción y del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo previsto en los artículos 20, Apartado C, fracción 

VII, y 104, fracción III de esta Constitución, respectivamente. 
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La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en 

los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una 

indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. 

 

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de 

todos los órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades 

administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el 

cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas: 

 

I. El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la 

Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la 

secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. 

de esta Constitución; así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del 

Comité de Participación Ciudadana; 

 

II. El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se 

hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la 

corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley, y 

 

III. Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley: 

 

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas locales; 

 

b) El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de 

recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de 

corrupción, en especial sobre las causas que los generan; 

 

 

c) La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y 

actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones 

competentes de los órdenes de gobierno; 

 

d) El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de 

los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos; 

 

e) La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de 

sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia. 

 

Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, 

con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la 

prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de 

su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones 

informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas. 

 

Las entidades federativas establecerán sistemas locales anticorrupción con el objeto de coordinar a las 

autoridades locales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y 

hechos de corrupción. 

 

Artículo 114. … 
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… 

 

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza 

y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III del artículo 109. Cuando dichos 

actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no serán inferiores a siete años. 

 

Artículo 116. … 

… 

 

I. ... 

 

II. … 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

Las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con 

autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, 

funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se 

desarrollará conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad. Asimismo, deberán 

fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Los 

informes de auditoría de las entidades estatales de fiscalización tendrán carácter público. 

 

… 

 

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Legislatura del Estado, a más tardar el 30 de abril. 

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del Gobernador, suficientemente 

justificada a juicio de la Legislatura. 

 

… 

 

III. y IV. ... 

 

V. Las Constituciones y leyes de los Estados deberán instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados 

de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en 

su caso, recursos contra sus resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo dirimir las controversias que se 

susciten entre la administración pública local y municipal y los particulares; imponer, en los términos que 

disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad 

administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; 

así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los 

daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes públicos 

locales o municipales. 
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Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del 

Poder Judicial de los Estados, se observará lo previsto en las Constituciones respectivas, sin perjuicio de las 

atribuciones de las entidades de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos; 

 

VI. a IX. … 

 

Artículo 122. … 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

A y B … 

 

C … 

 

BASE PRIMERA.-… 

 

I. a IV. … 

 

V. … 

 

a) y b) … 

c) … 

 

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Asamblea Legislativa a más tardar el 30 de 

abril. Este plazo, así como los establecidos para la presentación de las iniciativas de la ley de 

ingresos y del proyecto del presupuesto de egresos, solamente podrán ser ampliados cuando se 

formule una solicitud del Ejecutivo del Distrito Federal suficientemente justificada a juicio de la 

Asamblea. 

 

Los informes de auditoría de la entidad de fiscalización del Distrito Federal tendrán carácter público. 

 

… 

 

d) … 

 

e) Expedir las disposiciones legales para organizar la hacienda pública, el presupuesto, la 

contabilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la entidad de fiscalización dotándola de 

autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones, y para decidir sobre su 

organización interna, funcionamiento y resoluciones. La función de fiscalización será ejercida 

conforme a los principios de legalidad, imparcialidad y confiabilidad; 
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f) a l) … 

 

m) Expedir la Ley Orgánica de los tribunales encargados de la función judicial del fuero común en el 

Distrito Federal; 

 

n) Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa; 

 

ñ) a q) … 

 

BASE SEGUNDA a BASE CUARTA.-… 

 

 

 

BASE QUINTA.- Existirá un Tribunal de Justicia Administrativa, dotado de plena autonomía para 

dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos 

contra sus resoluciones. El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre 

la administración pública del Distrito Federal y los particulares; imponer, en los términos que 

disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa grave y a 

los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a 

los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y 

perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del Distrito Federal o al patrimonio de los entes 

públicos del Distrito Federal. 

 

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los 

miembros del Tribunal Superior de Justicia, se observará lo previsto en la fracción II de la BASE 

CUARTA del presente artículo, sin perjuicio de las atribuciones de las entidades de fiscalización 

sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. 

 

D. a H. … 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 

 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del 

presente Decreto, deberá aprobar las leyes generales a que se refieren las fracciones XXIV y XXIX-V del 

artículo 73 de esta Constitución, así como las reformas a la legislación establecida en las fracciones XXIV y 

XXIX-H de dicho artículo. Asimismo, deberá realizar las adecuaciones a la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, con el objeto de que la Secretaría responsable del control interno del 

Ejecutivo Federal asuma las facultades necesarias para el cumplimiento de lo previsto en el presente Decreto 

y en las leyes que derivan del mismo. 

 

Tercero. La ley a que se refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de la Constitución, establecerá que, 

observando lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa: 

 

a) Aprobará su proyecto de presupuesto, con sujeción a los criterios generales de política económica y 

los techos globales de gasto establecidos por el Ejecutivo Federal; 
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b) Ejercerá directamente su presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados, sin sujetarse a las 

disposiciones emitidas por las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública; 

 

c) Autorizará las adecuaciones presupuestarias sin requerir la autorización de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, siempre y cuando no rebase su techo global aprobado por la Cámara de 

Diputados; 

 

d) Determinará los ajustes que correspondan a su presupuesto en caso de disminución de ingresos 

durante el ejercicio fiscal, y 

 

e) Realizará los pagos, llevará la contabilidad y elaborará sus informes, a través de su propia tesorería, 

en los términos de las leyes aplicables. 

 

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal, deberán, en el ámbito de sus respectivas competencias, expedir las leyes y realizar las adecuaciones 

normativas correspondientes, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor de las leyes 

generales a que se refiere el Segundo Transitorio del presente Decreto. 

 

Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto se hacen a los artículos 

79, 108, 109, 113, 114, 116, fracción V y 122, BASE QUINTA, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo 

hagan las leyes a que se refiere el Transitorio Segundo del presente Decreto. 

 

 

 

 

Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio, continuará 

aplicándose la legislación en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, así 

como de fiscalización y control de recursos públicos, en el ámbito federal y de las entidades federativas, que 

se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto. 

 

Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las entidades federativas deberán conformarse de acuerdo con las 

Leyes Generales que resulten aplicables, las constituciones y leyes locales. 

 

Octavo. Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que hayan sido nombrados 

a la fecha de entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta 

Constitución, continuarán como Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Administrativa por el tiempo 

que fueron nombrados. 

 

Los titulares de los órganos a que se refieren las adiciones y reformas que establece el presente Decreto en las 

fracciones VIII del artículo 74 y II del artículo 76, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del 

mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron nombrados. 

 

Los Magistrados de los Tribunales Contenciosos Administrativos cualquiera que sea su denominación en el 

ámbito de las entidades federativas, continuarán como magistrados de los Tribunales de Justicia 

Administrativa de cada entidad federativa, exclusivamente por el tiempo que hayan sido nombrados. 
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El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa continuará funcionando con su organización y 

facultades actuales y substanciando los asuntos que actualmente se encuentran en trámite, hasta la entrada en 

vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de este Decreto. 

 

Noveno. Los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales con que cuenta el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa, incluyendo todos sus bienes y los derechos derivados de los fondos o 

fideicomisos vigentes, pasarán a formar parte del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en los términos 

que determine la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta Constitución. 

 

Décimo. Los trabajadores de base que se encuentren prestando sus servicios en el Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa, a la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, 

de esta Constitución, seguirán conservando su misma calidad y derechos laborales que les corresponden ante 

el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en los términos que dicha ley determine. 

 

Décimo Primero. La ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, reformado por 

virtud del presente Decreto, se entenderá referida al último párrafo del artículo 109 Constitucional atendiendo 

a lo establecido en el Quinto Transitorio del presente Decreto. 

 

 

MATERIA DE LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO 

 

Crear el Sistema Nacional de Anticorrupción. 

 

 

VALORACIÓN DE LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO 

 

La transparencia y la rendición de cuentas son consideradas herramientas fundamentales de las democracias 

representativas. Éstas permiten controlar el abuso de poder por parte de los gobernantes, al tiempo que 

garantizan conducirse con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, herramientas que sin duda 

fortalecen tres mandatos constitucionales sobre los cuales descansa el sistema político mexicano: la soberanía 

nacional, el régimen republicano y la división de poderes. 

 

 

 

En tal sentido, la evolución de las sociedades trae consigo la transformación de sus leyes e instituciones. Es 

prácticamente una etapa inexorable que, en el devenir de los pueblos, se suscita; pero en la modernidad los 

cambios ocurren de manera vertiginosa, debido en parte, a la consolidación de los procesos democráticos.  

 

Como parte de un mundo globalizado, las transformaciones en México no han sido la excepción, prueba de 

ello, es que en las últimas décadas se han impulsado importantes reformas en diferentes materias, tales como 

las realizadas en materia de administración, procuración e impartición de justicia; rediseño de nuestro sistema 

de coordinación fiscal; empoderamiento del Municipio y, por supuesto, en el rubro de la transparencia y 

acceso a la información pública, la fiscalización, la rendición de cuentas y la armonización contable. 
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En esa tesitura, la reforma al artículo 6° constitucional, a través de la cual se fortaleció el derecho humano al 

acceso a la información pública y, en su tiempo, la aprobación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública Gubernamental,  podemos afirmar que fueron el punto de arranque de todo un cúmulo 

de reformas que han contribuido a consolidar nuestro sistema democrático. 

 

Además, debemos destacar las reformas en materia de fiscalización, rendición de cuentas y contabilidad 

gubernamental, de mayo de dos mil ocho y recientemente, la reforma en materia de disciplina financiera para 

entidades federativas y municipios, las cuales han sido de gran trascendencia para el desarrollo de la nación. 

 

Ahora, como parte de otro eslabón en la historia moderna de México, nos corresponde adentrarnos al estudio 

de una reforma a la Carta Fundamental, que seguros estamos, será un punto de quiebre en la prevención y 

combate de la corrupción. Por ese motivo, coincidimos con el Honorable Congreso de la Unión, en que la 

corrupción se ha traducido en el principal lastre que aqueja a nuestra sociedad y, por ello, es ineludible llevar 

a cabo reformas de gran calado para desterrar dichas acciones. 

 

Nos queda claro que para gozar de instituciones con un alto grado de credibilidad, es imperioso comenzar por 

instrumentar políticas para disuadir estas deleznables conductas que, cabe decirlo, socavan la legitimidad de 

las instituciones, atentan contra los valores de la democracia y, lo más preocupante, impactan en el deterioro 

de la economía y en el desarrollo social del país, siendo un factor determinante para el aumento de la pobreza 

y marginación. 

 

Por esa razón, concordamos con el Congreso General, en el sentido de que los actos de corrupción no sólo 

tienen implicaciones éticas, contrarias al sistema axiológico de las democracias constitucionales, sino que 

producen daños relevantes en el desempeño estatal y muestra de esto, es que las mediciones emitidas por 

instituciones nacionales e internacionales, muestran un rostro que debe movernos a la reflexión.  

 

En suma, el combate frontal a la corrupción debe llevarse a cabo a través de todos los organismos, órganos y 

entes que integran el Estado Mexicano, ya que sólo así podremos desterrar de nuestro sistema gubernamental 

este mal social que comienza por desestabilizar a nuestras instituciones, tal como acertadamente lo asevera el 

Honorable Congreso de la Unión, al señalar que  

 

…los esfuerzos aislados seguirán siendo incapaces de alcanzar los mejores 

resultados, por lo que resulta indispensable transitar a un Sistema Nacional de 

Anticorrupción… 

 

Para esta Dictaminadora, la creación de una política de Estado sobre el combate a la corrupción es 

inaplazable, como también lo es involucrar a la sociedad en esta titánica empresa y para que estos esfuerzos 

tengan el resultado que esperamos, es necesario que el Estado nacional, entre otras cosas, cumpla los 



 Martes, 28 de Abril del 2015 

 

 
                                               
 

Dirección de Apoyo Parlamentario * Subdirección de Protocolo y Sesiones 

 

24 

 

compromisos que en materia de corrupción adquirió a través de la firma de diferentes instrumentos 

internacionales. 

 

Efectivamente, el 2 de junio de 1997 el Estado Mexicano ratificó la Convención Interamericana contra la 

Corrupción, la cual entró en vigor el 2 de julio de ese mismo año. De esa manera, en el marco de la referida 

Convención, los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, entre ellos México, dentro 

de sus propios sistemas institucionales, se obligaron a aplicar medidas destinadas a crear, mantener y 

fortalecer normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas, 

además de instituir órganos de control con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, 

sancionar y erradicar las prácticas corruptas y, también, para estimular la participación de la sociedad civil y 

alcanzar dichos fines; asimismo, se obligó a impulsar el desarrollo y la armonización de la legislación 

nacional. 

 

En ese mismo sentido, ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en la cual, entre 

otros compromisos, contrajo la de formular, aplicar y mantener en vigor políticas coordinadas y eficaces 

contra la corrupción que promuevan la participación de la sociedad y también, promover la transparencia y la 

obligación de rendir cuentas en la gestión de la hacienda pública y replicar estas acciones en el sector privado, 

como en la especie sucede en la reforma en comento. 

 

En relación con lo anterior, otra importante acción a realizar por parte del Estado nacional, consistió en 

adoptar medidas adecuadas para fomentar la participación activa de personas y grupos que no pertenezcan al 

sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones con base 

en la comunidad.  

 

Bajo esa perspectiva, como parte del Poder Reformador de la Constitución, coincidimos plenamente con el 

Honorable Congreso de la Unión, en la necesidad de establecer un esquema legal homogéneo y de 

coordinación, para que a través de la creación y puesta en marcha de todo un sistema anticorrupción, Estado y 

sociedad, logremos en un corto tiempo, mejorar sustancialmente los estándares de transparencia y rendición 

de cuentas. 

 

Adentrándonos al estudio de los aspectos neurálgicos de la presente reforma, la Real Academia Española 

describe como sistema a un “Conjunto de reglas o principios sobre una materia racionalmente enlazados 

entre sí” o bien, “Conjunto de cosas que relacionadas entre sí ordenadamente contribuyen a determinado 

objeto”. 

 

Por lo anterior, coincidimos con la visión contenida en esta Minuta cuyo objeto estriba en constituir el 

Sistema Nacional Anticorrupción, que será la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los 
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órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas 

y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. 

 

De conformidad con lo expresado, los integrantes de esta Comisión Dictaminadora consideramos que la 

consolidación del sistema democrático en nuestro país no requiere, únicamente, de fortalecer las disposiciones 

constitucionales en materia del ejercicio del sufragio; requiere, también, de un marco jurídico  aplicable a los 

servidores públicos que, además de prevenir conductas negativas, establezca las sanciones y los 

procedimientos para aplicarlas. 

 

Es decir, si entendemos que el fin primordial del Estado es la consecución del bien común, debemos dotar a 

sus representantes de las herramientas legales que les permitan cumplir con tal objetivo, estableciendo no sólo 

un catálogo específico de funciones, sino también, y sobre todo, un conjunto de normas precisas que los 

constriñan a cumplir estrictamente con sus atribuciones. 

 

En febrero de 2014 fue publicada la reforma constitucional en materia de transparencia, en ella se precisa la 

obligación a cargo de los entes públicos de sujetar sus actividades al principio de máxima publicidad, se 

otorga plena autonomía al órgano garante y se establecen como causales para la reserva temporal de la 

información el interés público y la seguridad nacional. 

 

La citada modificación constituyó, sin duda, un paso trascendental para consolidar en nuestro país la cultura 

de la transparencia y la rendición de cuentas; sin embargo, resultaba indispensable fortalecer las disposiciones 

aprobadas en esa reforma, pues no era suficiente que la actividad de los entes públicos estuviera sujeta al 

escrutinio público, también era necesario establecer un catálogo de sanciones y organismos encargados de 

aplicarlas, en aquellos casos de vulneración del régimen jurídico vigente. 

 

Es decir, el principio de máxima publicidad requería, para su pleno funcionamiento, la posibilidad de una 

sanción en contra de los servidores públicos que incumplieran con las obligaciones derivadas de tal principio. 

 

 

 

Así lo precisa el investigador Andreas Schedler en su ensayo ¿Qué es la rendición de cuentas?, publicado por 

el IFAI, donde expresa lo siguiente: 

 

La noción de rendición de cuentas tiene dos dimensiones básicas. Incluye, por un 

lado, la obligación de políticos y funcionarios de informar sobre sus decisiones y de 

justificarlas en público (answerability). Por otro, incluye la capacidad de sancionar a 

políticos y funcionarios en caso de que hayan violado sus deberes públicos 

(enforcement). 

 

[…] 
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…la rendición de cuentas abarca de manera genérica tres maneras diferentes para 

prevenir y corregir abusos de poder: obliga al poder a abrirse a la inspección pública; 

lo fuerza a explicar y justificar sus actos, y lo supedita a la amenaza de sanciones. 

(páginas 12 y 13) 

 

La reforma constitucional que hoy se valora viene a colmar las lagunas legales y a dotar de una mayor 

eficiencia  los postulados constitucionales en materia de transparencia. 

 

La corrupción ha sido –y lo sigue siendo– un mal endémico y la sociedad dista mucho de estar protegida de 

los arrebatos personales y las debilidades de los servidores públicos; debe señalarse que dicho fenómeno ha 

llegado a límites impensables, se ha convertido en una práctica común y reiterada el hecho de obtener 

beneficios a través de ella, la cual no sólo vemos en los temas relacionados con la función pública, sino que 

ha llegado  a permear hasta las prácticas ciudadanas más comunes como puede ser la obtención de un servicio 

o la evasión de algunas obligaciones ciudadanas. 

 

En el Informe Ejecutivo 2010 del Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno, elaborado por 

Transparencia Mexicana se dan a conocer los datos siguientes: 

 

Experiencia de los hogares mexicanos en 2010 

 

 En 2010, se identificaron 200 millones de actos de corrupción en el uso de 

servicios públicos provistos por autoridades federales, estatales, municipales, así 

como concesiones y servicios administrados por particulares. En 2007 fueron 197 

millones de actos. 

 

 En 2010, una “mordida” costó a los hogares mexicanos un promedio de 

$165.00. En 2007 el promedio fue de $138.00. 

 

 En 2010, para acceder o facilitar los 35 trámites y servicios públicos medidos 

por TM se destinaron más de 32 mil millones de pesos en “mordidas”. En 2007 este 

costo fue de 27 mil millones de pesos. 

 

 En promedio, los hogares mexicanos destinaron 14% de su ingreso a este 

rubro. 

 

 Para los hogares con ingresos de hasta 1 salario mínimo, este impuesto 

regresivo representó 33% de su ingreso. 

 

Como podemos observar, la corrupción es un problema social, cultural, político y económico que se presenta 

en la administración pública de muchos países del mundo y México no ha sido la excepción. Este fenómeno 

ha sido uno de los impedimentos más nocivos que ha obstaculizado el desarrollo de nuestro país a lo largo de 

su historia. 
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En diferentes contextos, la corrupción perjudica a las instituciones democráticas, paraliza el desarrollo 

económico y fomenta la inestabilidad política de los pueblos. El término opuesto a corrupción política es 

transparencia, por lo tanto, en los regímenes democráticos, donde la soberanía recae en el pueblo, el ejercicio 

del poder tiene que responder ante la nación bajo los principios de legalidad, certeza jurídica, información y 

máxima publicidad.  

 

La corrupción abarca una gran variedad de casos que incluyen soborno, fraude, enriquecimiento ilícito y otras 

formas de desviación de recursos por parte de los servidores públicos, sin embargo, no es lo único a lo que se 

refiere, pues también se habla de corrupción en los casos de nepotismo, extorsión, tráfico de influencias, uso 

indebido de información privilegiada para fines personales y la compra y venta de las decisiones judiciales, 

entre muchas otras prácticas. 

 

Dado que la Constitución representa el pilar fundamental de cualquier orden jurídico, resulta imprescindible 

reforzar y legitimar la voluntad del pueblo a través de sus disposiciones, de la organización derivada de la 

convivencia social y de los factores reales del poder, y asimismo, encausar la misma voluntad en las entidades 

federativas para lograr su máxima efectividad. 

 

Es una responsabilidad y compromiso social respaldar la reforma constitucional en materia de anticorrupción, 

a fin de favorecer la transparencia en el manejo de los recursos públicos. 

 

La reforma que crea el Sistema Nacional Anticorrupción, introduce avances en la lucha contra las prácticas 

deshonestas en el servicio público, históricamente el federalismo mexicano ha propiciado una diversidad 

legislativa no siempre en beneficio de la eficacia y la rendición de cuentas, es por ello que la reforma en 

materia de combate a la corrupción pretende abordar desde una perspectiva global el problema de la 

corrupción. 

 

De la misma forma, en el marco de las reformas estructurales que derivan del “Pacto por México” los 

legisladores consideraron necesario cerrar el círculo de reformas democratizadoras en materia de rendición de 

cuentas para lo cual la reforma que hoy se estudia prevé que la Auditoría Superior de la Federación (ASF) 

pueda fiscalizar el destino y ejercicio de las participaciones federales que reciben los estados y los municipios, 

así como que sus créditos cuenten con la garantía de la Federación. 

 

Asimismo, las instituciones estatales de fiscalización, a su vez, deberán revisar las acciones de estados y 

municipios en materia de fondos, recursos locales y deuda pública. Con el ánimo de eficientar y garantizar el 

cumplimiento pleno de las facultades fiscalizadoras la reforma fortalece los trabajos de la ASF, al dotarla de 

facultades para solicitar información sobre procesos concluidos en el ejercicio fiscal en curso, sin esperar a 

que concluya para iniciar la fiscalización formal. 
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La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particulares que incurran en hechos de 

corrupción será sancionada en los términos de la legislación penal, es decir que estas acciones también 

aplicarán para personas morales, en caso de que personas físicas en representación o con beneficio para 

aquéllas incurran en este tipo de prácticas.  

 

Se crea el Sistema Nacional Anticorrupción, instancia de coordinación entre las autoridades de todos los 

órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas 

y hechos de corrupción, así como la fiscalización y control de recursos públicos, establece a su vez la 

obligatoriedad para que los estados constituyan sistemas locales anticorrupción. 

 

Congruente con el ánimo democratizador esta reforma establece los comités de participación ciudadana, como 

parte del sistema, el cual estará integrado por “cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a 

la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción”. 

 

En la investigación y sanción de responsabilidades por hechos de corrupción no serán oponibles el secreto 

fiscal ni los relacionados con operaciones de depósito, administración, ahorro o inversión. 

 

La ASF y la SFP podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción 

y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

Con el afán de limitar en todos sus aspectos el abuso del poder en los tres niveles de gobierno se introduce la 

no prescripción por actos graves en lapsos no inferiores a siete años, lo anterior con la intención de incorporar 

una “visión transexenal”. 

 

Finalmente, podemos mencionar que con la reforma que se plantea aborda diversos tópicos que servirán para 

lograr un mejoramiento en el desempeño de la función pública: 

 

 El nombramiento del titular de la Secretaría de la Función Pública sea a propuesta del Ejecutivo 

federal, pero ratificado por el Senado. 

 

 Se faculta al Congreso de la Unión para emitir la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 

la que deberá contener las bases para la concurrencia entre la Federación, Estados y Municipios, lo 

que permitirá una articulación de esfuerzos y dotará de un marco legal uniforme en la materia. 

 

 La prescripción de las conductas que impliquen actos de corrupción sea de siete años para iniciar las 

acciones que correspondan incluso en contra de particulares.  
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 Se fortalece a la Auditoría Superior de la Federación, a los órganos internos de control de los Poderes 

y de los organismos autónomos, para el desempeño de sus funciones. 

 

 Se crea el Tribunal Federal de Justicia Administrativa y en los estados se replicará la creación de 

órganos jurisdiccionales de análogos. 

 

 La extinción de dominio aplicará en casos de enriquecimiento ilícito. 

 

 Los servidores públicos estarán obligados a presentar declaración patrimonial y de intereses. 

 

Virtud a lo anterior, en el país contaremos con un sistema que como principal objetivo tendrá la erradicación 

de la corrupción, que insoslayablemente se ha traducido en una de las principales asignaturas por resolver en 

nuestro país; motivos por los cuales esta Comisión Legislativa aprueba el presente Dictamen en sentido 

positivo. 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en los artículos 135 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 52 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 70, 106 y 

demás relativos de su Reglamento General, es de proponerse y se propone: 
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ÚNICO.- Se apruebe la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la 

corrupción en los términos transcritos en el Considerando Segundo de este Dictamen. 

 

 

Así lo dictaminaron y firman la Diputada y Diputados integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales de la Honorable Sexagésima Primera Legislatura del Estado. 

 

 

Zacatecas, Zac., 27 de abril de 2015 

 

 

COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 

 

 

 

SECRETARIO 

 

 

SECRETARIO 

DIP. RAFAEL FLORES MENDOZA DIP. LUIS ACOSTA JAIME 

 

 

 

SECRETARIO 

 

 

 

 

SECRETARIO 

 

 

DIP. ANTONIO GÓMEZ DE LIRA DIP. CUAUHTÉMOC CALDERÓN GALVÁN 
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2.2 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, RESPECTO DE LA 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LOS PÁRRAFOS CUARTO Y SEXTO 

DEL ARTÍCULO 18 Y EL INCISO C) DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

 A la Comisión de Puntos Constitucionales le fue turnado para su estudio y dictamen, el expediente 

relativo a la Minuta Proyecto de Decreto que reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

Visto y estudiado que fue el documento en cita, la Comisión Dictaminadora somete a la 

consideración del Pleno, el siguiente: 

 

 

 

 

DICTAMEN 

 

RESULTANDO PRIMERO.- Con fecha 24 de abril de 2015 se dio a conocer en Sesión Ordinaria de esta 

Legislatura, el Oficio número DGPL 62-II-5-2738, suscrito por el Diputado Sergio Augusto Chan Lugo, 

Secretario de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, dirigido a 

los CC. Secretarios del H. Congreso del Estado de Zacatecas. 

 

 Con tal oficio remiten a esta Asamblea Popular el expediente con Minuta Proyecto de Decreto por el 

que se reforma los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

 Tal remisión tiene como objeto dar cumplimiento al artículo 135 de la Carta Magna. 

 

RESULTANDO SEGUNDO.- Por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva de esta LXI Legislatura 

del Estado, mediante memorándum #1237, se turnó a esta Comisión Legislativa en la misma fecha, la Minuta 

Proyecto de Decreto de referencia, dejando a nuestra disposición el expediente relativo, para su análisis y la 

elaboración del correspondiente dictamen. 

 

CONSIDERANDO PRIMERO.- Que el artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece como requisito para que las adiciones y reformas a la Ley Suprema formen parte de la 

misma, que el Congreso de la Unión las acuerde por el voto de las dos terceras partes de los individuos 

presentes y que sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados. 

 

 

 

 Que de acuerdo con el artículo 65, fracción II de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, es 

facultad de esta Legislatura promover y aprobar las reformas a la Constitución General de la República. 

 

 Que la Minuta que nos ocupa, reúne los requisitos previstos en el artículo 98 de nuestro Reglamento 

General, toda vez que incluye exposición de motivos, estructura lógico-jurídica, así como artículos 

transitorios.  
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CONSIDERANDO SEGUNDO.- Que a la letra, la Minuta textualmente establece: 

 

M  I  N  U  T  A 

 

 

P R O Y E C T O 

D E 

D E C R E T O 

 

SE REFORMAN LOS PÁRRAFOS CUARTO Y SEXTO DEL ARTÍCULO 18 Y EL INCISO C) DE 

LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES. 
 

Artículo Único.-  Se reforman los artículos cuarto y sexto del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del 

artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 18. … 

 

… 

 

… 

 

La Federación y las entidades federativas establecerán en el ámbito de sus respectivas competencias, un 

sistema integral de justicia para los adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o 

participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos y menos de 

dieciocho años de edad, este sistema garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para 

toda persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han 

sido reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya que han 

cometido o participado en hecho que la ley señale como delito, solo podrán ser sujetos de asistencia social. 

 

… 

 

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte 

procedente. El proceso en materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se 

observará la garantía del debido proceso legal, así como la independencia de las autoridades que efectúen la 

emisión y las que impongan las medidas. Estas deberán ser proporcionales al hecho realizado y tendrán 

como fin la reinserción y la  reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de 

su persona y capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve 

que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la 

comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito.  

 

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

 

I a XX. … 

 

XXI. Para expedir: 

 

a) … 

 

b) … 

 

c) La legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos alternativos de solución de 

controversias, de ejecución de penas y de justicia penal para adolescentes, que regirá en la 

República en el orden federal y en el fuero común. 
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… 

 

… 

 

XXII. a XXX. 

 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

 

Segundo. El Congreso de la Unión dentro de los 180 días naturales siguientes a la publicación de este Decreto 

en el Diario Oficial de la Federación, deberá expedir la legislación nacional en materia de justicia para 

adolescentes, previendo las disposiciones transitorias necesarias para diferenciar el inicio de su vigencia, en 

función de la etapa del proceso de implementación del Sistema Procesal Penal Acusatorio en que se 

encuentren. En razón de lo anterior, se abroga la Ley Federal de Justicia para Adolescentes, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2012. 

 

La Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en materia de Fuero Común y para 

toda la República en materia de Fuero Federal, así como la legislación vigente en materia de justicia para 

adolescentes expedida por las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 

continuarán en vigor hasta que inicie la vigencia de la legislación nacional que expida el Congreso de la 

Unión conforme al presente Decreto. 

 

Tercero. Los procedimientos de justicia para adolescentes y la ejecución de las medidas sancionadoras, 

iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la legislación nacional que estable el presente Decreto, 

serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes al momento de iniciarse dichos procedimientos y 

ejecución de medidas sancionadoras. 

 

Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal, deberán prever los recursos necesarios para la debida implementación, funcionamiento y desarrollo 

del sistema de justicia para adolescentes. Las partidas para tales propósitos deberán señalarse en los 

presupuestos de egresos correspondientes.  

 

 

MATERIA DE LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO 

 

Establecer las bases para que el Honorable Congreso de la Unión expida una legislación única en materia de 

justicia penal para adolescentes. 

 

VALORACIÓN DE LA MINUTA PROYECTO DE DECRETO 

 

En el Diario Oficial de la Federación de fecha 12 de diciembre de 2005, se publicó el Decreto por el que se 

declara reformado el párrafo cuarto y adicionados los párrafos quinto y sexto y se recorren en su orden los 

últimos dos párrafos del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

La reforma de alusión creó un nuevo sistema de justicia para adolescentes en México y fue un cambio 

importante en nuestra Carta Magna, puesto que define las normas orientadas a la construcción del proceso 

penal para adolescentes como un conjunto de derechos reforzados.  

 

Además, se consideraron medidas dirigidas a prevenir y controlar la delincuencia juvenil y apoyar a los 

sujetos inmersos en ella, cuestiones que necesariamente imponen comprender que la justicia juvenil no es sino 

un sistema de responsabilidad penal especializado, que exige una protección cuidadosa, estricta y reforzada de 

los derechos de los adolescentes y que presupone ciertas consideraciones relacionadas con el trato que el 

ordenamiento jurídico da a los individuos en sus diversas etapas de desarrollo personal. 
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Este sistema de justicia para adolescentes, se fundamenta en el reconocimiento de éstos como sujetos titulares 

de derechos y, por tanto, como seres con autonomía y capacidad para entender el carácter lícito e ilícito de sus 

actos y ser responsables de sus conductas, sin dejar de lado su situación específica de desarrollo y su 

progresiva adquisición de autonomía personal. 

 

En esta ocasión, el Poder Reformador de la Constitución determinó que a la implementación del sistema 

integral de justicia para adolescentes, concurrieran todos los órdenes de gobierno y para ello la Federación, 

los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, pondrían en marcha sus 

respectivos sistemas, para lo cual emitirían las leyes y crearían las instituciones y órganos necesarios para su 

instrumentación. 

 

En respuesta a lo anteriormente mencionado, procedieron a aprobar sus respectivas leyes y erigieron sus 

órganos y tribunales; Zacatecas no fue la excepción, ya que en septiembre de 2006 aprobó y publicó en el 

Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado, la Ley de Justicia para Adolescentes, siendo una de las 

primeras leyes en este rubro a nivel nacional.  

 

Sin embargo, la dispersión y variedad de criterios va en contrasentido del respeto a los derechos humanos, por 

lo que es necesario transitar hacia la homogenización de criterios, como sucede actualmente con el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, de observancia en todo el territorio nacional.  

 

Para esta Dictaminadora, la presente será una nueva generación de reformas, en la que por su grado de 

vulnerabilidad este grupo social requiere de un marco legal idóneo, para que no se transgredan sus derechos 

humanos, mismos que además de los establecidos en la Ley Suprema de la Nación, también se encuentran 

regulados en diferentes tratados internacionales. 

 

Es importante recordar que esta reforma constitucional de 2011 en materia de derechos humanos, trajo 

consigo la apertura al derecho internacional al admitir expresamente a los tratados como fuente de derechos 

constitucionalizados. 

 

Así, la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su artículo 1°, lo 

siguiente: 

 

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos 

reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 

Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece.  

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 

a las personas la protección  más amplia.  

 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 

consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

 

El Estado mexicano ha ratificado múltiples tratados internacionales en materia de derechos humanos que lo 

comprometen a respetar, proteger y garantizar los derechos ahí reconocidos; uno de tales instrumentos 

internacionales es la Convención sobre los Derechos del Niño, aprobada en noviembre de 1989 y ratificada 

por nuestro país en septiembre de 1990.  

 

Ésta Convención es el primer tratado internacional especializado de carácter obligatorio que reconoce los 

derechos humanos de todos los niños, niñas y adolescentes del mundo. En su artículo primero, establece que 
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se entiende por niño, todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le 

sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

 

En el mismo instrumento internacional, se establece que en todas las medidas concernientes a los niños que 

tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas 

o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 

 

En ese mismo sentido, el artículo 4° de nuestra Carta Magna establece que “en todas las decisiones y 

actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de 

manera plena sus derechos.” 

 

Por ello, como acertadamente lo señala el Honorable Congreso de la Unión, el Estado nacional está obligado a 

fomentar y potenciar el respeto a los derechos de los menores, virtud a los instrumentos internacionales que 

ha celebrado, entre otros, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, comúnmente conocida como el Pacto San José y por supuesto, las Reglas Mínimas de las 

Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores, coloquialmente conocidas como las 

Reglas de Pekín. 

 

Así, al tratar sobre la impartición de justicia en casos que involucren a niñas, niños o adolescentes, resulta 

necesario entender cuáles son las características específicas de la adolescencia, partiendo de la idea de que son 

personas diferentes a los adultos. 

 

El desarrollo del adolescente se da a lo largo de etapas que se determinan por el logro de habilidades 

cognitivas, ciertas características emocionales y una particular concepción de la moral. 

 

La adolescencia es la etapa de la vida en la que las personas se encuentran en plena evolución intelectual, 

emocional y moral, sin haber culminado el proceso de formación para la vida adulta. 

 

Lo anterior va en consonancia con lo expresado por la Doctora en Derecho y Especialista certificada en 

derechos de la niñez por el Instituto Interamericano del Niño de la OEA, Ruth Villanueva Castilleja, quien 

advierte que el menor de edad como persona debe ser el centro de atención en cada uno de los ámbitos donde 

transite, llámese laboral, civil, familiar, internacional o penal, entre otros, y que los principios sustantivos 

sobre los cuales deben girar todos los esfuerzos en torno a esta temática son el interés superior del niño, la 

protección y la especificidad en la materia. Asimismo, señala que se les debe asegurar un desarrollo pleno e 

integral, lo cual implica la oportunidad de formarse física, mental, emocional y socialmente en condiciones de 

igualdad teniendo en cuenta la corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y el Estado. 

 

 

 

 

De la misma forma, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido diversas jurisprudencias 

relacionadas con el interés superior del menor, como principio hermenéutico y como un mandato para todas 

las autoridades, tal y como lo precisa en las siguientes tesis de jurisprudencia: 

 

Época: Décima Época. Registro: 159897. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Libro XV, 

Diciembre de 2012, Tomo 1. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 25/2012 (9a.). 

Página: 334  

 

INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONCEPTO. En términos de los 

artículos 4o., párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por México 

y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991; y 3, 4, 6 y 

7 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, los 

tribunales, en todas las medidas que tomen relacionadas con los menores, deben 

atender primordialmente al interés superior del niño; concepto que interpretó la 

http://www.definicion.org/adolescencia
http://www.definicion.org/proceso
http://www.definicion.org/formacion
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Corte Interamericana de Derechos Humanos (cuya competencia contenciosa aceptó 

el Estado Mexicano el 16 de diciembre de 1998) de la siguiente manera: “la 

expresión ‘interés superior del niño’ ... implica que el desarrollo de éste y el 

ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para 

la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la 

vida del niño”. 

 

Amparo directo en revisión 908/2006. 18 de abril de 2007. Unanimidad de cuatro 

votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de 

García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes. 

 

Amparo directo en revisión 1475/2008. 15 de octubre de 2008. Unanimidad de 

cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío 

Díaz. Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 

 

 

Amparo en revisión 645/2008. 29 de octubre de 2008. Mayoría de cuatro votos. 

Disidente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: 

Jaime Flores Cruz. 

 

Amparo directo en revisión 1187/2010. 1o. de septiembre de 2010. Cinco votos. 

Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra Olguín y 

Javier Mijangos y González. 

 

Amparo directo en revisión 2076/2012. 19 de septiembre de 2012. Cinco votos. 

Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alejandro García Núñez. 

 

Tesis de jurisprudencia 25/2012 (9a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada de veintiuno de noviembre de dos mil doce. 

 

Época: Décima Época. Registro: 2006011. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: 

Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 4, 

Marzo de 2014, Tomo I. Materia(s): Constitucional. Tesis: 1a./J. 18/2014 (10a.). 

Página: 406  

 

INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. FUNCIÓN EN EL ÁMBITO 

JURISDICCIONAL. En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del niño es un 

principio orientador de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma 

jurídica que tenga que aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar 

los intereses de algún menor. Este principio ordena la realización de una 

interpretación sistemática que, para darle sentido a la norma en cuestión, tome en 

cuenta los deberes de protección de los menores y los derechos especiales de éstos 

previstos en la Constitución, tratados internacionales y leyes de protección de la 

niñez. Cuando se trata de medidas legislativas o administrativas que afecten 

derechos de los menores, el interés superior del niño demanda de los órganos 

jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho más estricto en relación con la 

necesidad y proporcionalidad de la medida en cuestión. 

 

 

Amparo directo en revisión 1187/2010. 1o. de septiembre de 2010. Cinco votos de 

los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. 

Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y José de Jesús Gudiño 

Pelayo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana María Ibarra 

Olguín y Javier Mijangos y González. 
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Amparo directo en revisión 1005/2012. 12 de septiembre de 2012. Cinco votos de 

los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, Guillermo I. 

Ortiz Mayagoitia, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea; Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas reservaron su derecho para formular votos concurrentes. Ponente: Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 

 

Amparo directo en revisión 3759/2012. 27 de febrero de 2013. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

quien reservó su derecho a formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 

y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas, quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 

 

Amparo directo en revisión 583/2013. 11 de septiembre de 2013. Cinco votos de los 

Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier 

Mijangos y González. 

 

Amparo directo en revisión 3248/2013. 22 de enero de 2014. Mayoría de cuatro 

votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Olga 

Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: 

Luz Helena Orozco y Villa. 

 

Tesis de jurisprudencia 18/2014 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada de veintiséis de febrero de dos mil catorce. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de marzo de 2014 a las 10:03 horas en el 

Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación 

obligatoria a partir del lunes 31 de marzo de 2014, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

 

Entonces, el interés superior del niño debe prevalecer en todos los actos que realicen las autoridades de los 

tres niveles de gobierno; de acuerdo con ello, como legisladores estamos obligados a emitir ordenamientos 

donde se respeten, protejan y promuevan los derechos humanos de los menores. 

 

Como hemos señalado en el presente dictamen, Zacatecas ha estado a la vanguardia en la armonización de las 

leyes aplicables a los menores y se ha puesto especial cuidado en cumplir con los postulados del citado 

principio. 

 

La reforma que hoy se estudia consolida y fortalece los avances que se han tenido en la materia y, sobre todo, 

cumple con la obligación a cargo de las autoridades de salvaguardar los derechos humanos de los menores 

involucrados en procesos judiciales. 

 

Continuando con el análisis de la Minuta de referencia, esta Comisión de dictamen coincide en modificar el 

texto constitucional, para que el Honorable Congreso de la Unión emita una legislación única de justicia penal 

para adolescentes, que será la base para que la Federación y las entidades federativas constituyan sus sistemas 

integrales de justicia, mismos que deberán gravitar en torno a los derechos humanos plasmados en la 

Constitución General de la República y los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano.  

 

 

En esa tesitura, nos complace afirmar que el proceso en materia de justicia para adolescentes, será acusatorio 

y oral en el que se observará indefectiblemente, la garantía del debido proceso legal, con un alto nivel de 

analogía al proceso ordinario penal por así denominarlo, tal como la legislación zacatecana lo prevé.  
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Para reforzar lo anterior, podemos destacar que la oralidad es el medio por excelencia para poner en marcha 

los principios rectores del sistema acusatorio que, conjuntamente con la reforma constitucional de derechos 

humanos, se tiene un amplio conjunto de derechos de la infancia que debe ser garantizado, entre ellos los 

vinculados con las reglas del debido proceso. 

 

En ese orden de cosas, considerando que la reforma constitucional en estudio será un paso trascendental en la 

impartición de justicia para adolescentes, esta Comisión Legislativa aprueba el presente Dictamen en sentido 

positivo. 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en los artículos 135 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 52 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 70, 106 y 

demás relativos de su Reglamento General, es de proponerse y se propone: 
 

ÚNICO.- Se apruebe la Minuta Proyecto de Decreto que reforma los párrafos cuarto y sexto del artículo 18 y 

el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

los términos transcritos en el Considerando Segundo de este Dictamen. 

 

 

 

 

 

Así lo dictaminaron y firman la Diputada y Diputados integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales de la Honorable Sexagésima Primera Legislatura del Estado. 

 

 

Zacatecas, Zac., 27 de abril de 2015 

 

 

COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES 

 

 

 

SECRETARIO 

 

 

SECRETARIO 

DIP. RAFAEL FLORES MENDOZA DIP. LUIS ACOSTA JAIME 

 

 

 

SECRETARIO 

 

 

 

SECRETARIO 

 

DIP. ANTONIO GÓMEZ DE LIRA DIP. CUAUHTÉMOC CALDERÓN GALVÁN 
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2.3 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, RESPECTO DE LA 

MINUTA PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 

EN MATERIA DE DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS 

MUNICIPIOS. 

 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

  

A la Comisión de Puntos Constitucionales le fue turnado para su estudio y dictamen, el expediente 

relativo a la Minuta Proyecto de Decreto que reforma y adiciona la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

 

Visto y estudiado que fue el documento en cita, la Comisión Dictaminadora somete a la 

consideración del Pleno, el siguiente: 

 

 

DICTAMEN 

 

RESULTANDO PRIMERO. Con fecha 03 de marzo de 2015 se dio a conocer en sesión ordinaria de esta 

Legislatura, el oficio número DGPL-2P3A.-990.31, suscrito por el Senador Luis Sánchez Jiménez, 

Vicepresidente de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, dirigido al Presidente de la 

Mesa Directiva del Congreso del Estado de Zacatecas. 

 

Con tal oficio remiten a esta Asamblea Popular el expediente con Minuta Proyecto de Decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de disciplina financiera. 

 

Tal remisión tiene como objeto dar cumplimiento al artículo 135 de la Carta Magna. 

 

RESULTANDO SEGUNDO. Por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva de esta LXI Legislatura del 

Estado, mediante memorándum número 1107, se turnó a esta Comisión Legislativa dicha Minuta Proyecto de 

Decreto, dejando a nuestra disposición el expediente relativo para su análisis y la elaboración del 

correspondiente dictamen. 

 

CONSIDERANDO PRIMERO. El artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece como requisito para que las adiciones y reformas a la Ley Suprema formen parte de la 

misma, que el Congreso de la Unión las acuerde por el voto de las dos terceras partes de los individuos 

presentes y que sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los estados. 

 

 

 

De acuerdo con el artículo 65, fracción II de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, es facultad de 

esta Legislatura promover y aprobar las reformas a la Constitución General de la República. 

 

La Minuta que nos ocupa, reúne los requisitos previstos en el artículo 98 de nuestro Reglamento General, toda 

vez que incluye exposición de motivos, estructura lógico-jurídica, así como artículos transitorios.  
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CONSIDERANDO SEGUNDO. Que a la letra, la Minuta textualmente establece: 

 

M I N U T A 

 

P R O Y E C T O  

 

D E  

 

D E C R E T O 

 

POR EL QUE SE REFORMAN  Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 

DISCIPLINA FINANCIERA DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS Y LOS MUNICIPIOS. 

 

Artículo Único.- Se reforman los artículos 73, fracción VIII; 79, fracción I, párrafos primero y segundo; 108, 

párrafo cuarto; 116, fracción II, párrafo sexto; 117, fracción VIII, párrafo segundo; y se adicionan los 

artículos 25, con un segundo párrafo, recorriéndose en su orden los subsecuentes; 73, con una fracción XXIX-

V; y 117, fracción VIII, con los párrafos tercero y cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

 

Artículo 25. … 

 

El Estado velará por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero para coadyuvar a generar 

condiciones favorables para el crecimiento económico y el empleo. El Plan Nacional de Desarrollo y los 

planes estatales y municipales deberán observar dicho principio. 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

 

I. a VII. … 

 

VIII. En materia de deuda pública, para: 

 

1o. Dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda celebrar empréstitos y otorgar garantías sobre el crédito de 

la Nación, para aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y mandar pagar la deuda nacional. Ningún 

empréstito podrá celebrarse sino para la ejecución de obras que directamente produzcan un incremento en los 

ingresos públicos o, en términos de la ley de la materia, los que se realicen con propósitos de regulación 

monetaria, las operaciones de refinanciamiento o reestructura de deuda que deberán realizarse bajo las 

mejores condiciones de mercado; así como los que se contraten durante alguna emergencia declarada por el 

Presidente de la República en los términos del artículo 29. 
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2o. Aprobar anualmente los montos de endeudamiento que deberán incluirse en la ley de ingresos, que en su 

caso requiera el Gobierno del Distrito Federal y las entidades de su sector público, conforme a las bases de la 

ley correspondiente. El Ejecutivo Federal informará anualmente al Congreso de la Unión sobre el ejercicio de 

dicha deuda a cuyo efecto el Jefe de Gobierno le hará llegar el informe que sobre el ejercicio de los recursos 

correspondientes hubiere realizado. El Jefe de Gobierno informará igualmente a la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, al rendir la cuenta pública. 

 

 

 

3o. Establecer en las leyes las bases generales, para que los Estados, el Distrito Federal y los Municipios 

puedan incurrir en endeudamiento; los límites y modalidades bajos los cuales dichos órdenes de gobierno 

podrán afectar sus respectivas participaciones para cubrir los empréstitos y obligaciones de pago que 

contraigan; la obligación de dichos órdenes de gobierno de inscribir y publicar la totalidad de sus empréstitos 

y obligaciones de pago en un registro público único, de manera oportuna y transparente; un sistema de alertas 

sobre el manejo de la deuda; así como las sanciones aplicables a los servidores públicos que no cumplan sus 

disposiciones. Dichas leyes deberán discutirse primero en la Cámara de Diputados conforme a lo dispuesto 

por la fracción H del artículo 72 de esta Constitución. 

 

4o. El Congreso de la Unión, a través de la comisión legislativa bicameral competente, analizará la estrategia 

de ajuste para fortalecer las finanzas públicas de los Estados, planteada en los convenios que pretendan 

celebrar con el Gobierno Federal para obtener garantías y, en su caso, emitirá las observaciones que estime 

pertinentes en un plazo máximo de quince días hábiles, inclusive durante los períodos de receso del Congreso 

de la Unión. Lo anterior aplicará en el caso de los Estados que tengan niveles elevados de deuda en los 

términos de la ley. Asimismo, de manera inmediata a la suscripción del convenio correspondiente, será 

informado de la estrategia de ajuste para los Municipios que se encuentren en el mismo supuesto, así como de 

los convenios que, en su caso, celebren los Estados que no tengan un nivel elevado de deuda; 

 

IX. a XXIX-U. … 

 

XXIX-V. Para expedir leyes en materia de responsabilidad hacendaria que tengan por objeto el manejo 

sostenible de las finanzas públicas en la Federación, los Estados, Municipios y el Distrito Federal, con base en 

el principio establecido en el párrafo segundo del artículo 25; 

 

XXX. … 

 

Artículo 79. … 

 

… 

 

… 

 

I. Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; las garantías que, en su caso, otorgue el 

Gobierno Federal respecto a empréstitos de los Estados y Municipios; el manejo, la custodia y la aplicación 

de fondos y recursos de los Poderes de la Unión y de los entes públicos federales, así como realizar auditorías 

sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas federales, a través de los 

informes que se rendirán en los términos que disponga la Ley. 

 

También fiscalizará directamente los recursos federales que administren o ejerzan los Estados, los 

Municipios, el Distrito Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, con 

excepción de las participaciones federales. En el caso de los Estados y los Municipios cuyos empréstitos 

cuenten con la garantía de la Federación, fiscalizará el destino y ejercicio de los recursos correspondientes que 

hayan realizado los gobiernos locales. Asimismo, fiscalizará los recursos federales que se destinen y se 

ejerzan por cualquier entidad, persona física o moral, pública o privada, y los transferidos a fideicomisos, 

mandatos, fondos o cualquier otra figura jurídica, de conformidad con los procedimientos establecidos en las 

leyes y sin perjuicio de la competencia de otras autoridades y de los derechos de los usuarios del sistema 

financiero. 



 Martes, 28 de Abril del 2015 

 

 
                                               
 

Dirección de Apoyo Parlamentario * Subdirección de Protocolo y Sesiones 

 

42 

 

 

… 

 

… 

 

… 

 

II. a IV. … 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

 

Artículo 108. … 

 

… 

 

… 

 

 

 

Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los mismos términos del primer párrafo de 

este artículo y para los efectos de sus responsabilidades, el carácter de servidores públicos de quienes 

desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en los Municipios. Dichos servidores públicos serán 

responsables por el manejo indebido de recursos públicos y la deuda pública. 

 

Artículo116. … 

 

… 

 

I. … 

 

II. … 

 

… 

 

… 

 

… 

 

… 

 

Las legislaturas de los Estados contarán con entidades estatales de fiscalización, las cuales serán órganos con 

autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, 

funcionamiento y resoluciones, en los términos que dispongan sus leyes. La función de fiscalización se 

desarrollará conforme a los principios de posterioridad, anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad. 

Asimismo, deberán fiscalizar las acciones de Estados y Municipios en materia de fondos, recursos locales y 

deuda pública. 

 

… 
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… 

 

III. a IX. … 

 

Artículo 117. … 

 

I. a VII. … 

 

VIII. … 

 

Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos sino cuando se destinen a 

inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, mismas que deberán realizarse bajos 

las mejores condiciones del mercado, inclusive los que contraigan organismos descentralizados, empresas 

públicas y fideicomisos y, en el caso de los Estados, adicionalmente para otorgar garantías respecto al 

endeudamiento de los Municipios. Lo anterior, conforme a las bases que establezcan las legislaturas en la ley 

correspondiente, en el marco de lo previsto en esta Constitución, y por los conceptos y hasta por los montos 

que las mismas aprueben. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública. En ningún 

caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto corriente. 

 

Las legislaturas locales, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, deberán autorizar los 

montos máximos para, en las mejores condiciones del mercado, contratar dichos empréstitos y obligaciones, 

previo análisis de su destino, capacidad de pago y, en su caso, el otorgamiento de garantía o el 

establecimiento de la fuente de pago. 

Sin perjuicio de lo anterior, los Estados y Municipios podrán contratar obligaciones para cubrir sus 

necesidades de corto plazo, sin rebasar los límites máximos y condiciones que establezca la ley general que 

expida el Congreso de la Unión. Las obligaciones a corto plazo, deberán liquidarse a más tardar tres meses 

antes del término del periodo de gobierno correspondiente y no podrán contratarse nuevas obligaciones 

durante esos últimos tres meses. 

 

IX. … 

Transitorios 

 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

 

Segundo. La Ley reglamentaria en materia de responsabilidad hacendaria aplicable a las Entidades 

Federativas y los Municipios que deberá expedirse en términos de la fracción XXIX-V del artículo 73 del 

presente Decreto, así como las reformas que sean necesarias para cumplir lo previsto en este Decreto, deberán 

publicarse en el Diario Oficial de la Federación dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrada en vigor 

del presente Decreto. 

 

Tercero. Dentro del plazo de 180 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la ley 

reglamentaria a que se refiere el artículo anterior, las legislaturas de las Entidades Federativas realizarán las 

reformas necesarias para armonizar su legislación con este Decreto y la ley citada. 

 

Cuarto. Las Entidades Federativas y los Municipios se sujetarán a las disposiciones de este Decreto y a las de 

las leyes a que se refiere el Artículo Transitorio Segundo del mismo, a partir de la fecha de su entrada en 

vigor y respetarán las obligaciones que, con anterioridad a dicha fecha, hayan sido adquiridas con terceros en 

los términos de las disposiciones aplicables. 

 

Quinto. La ley reglamentaria establecerá la transitoriedad conforme a la cual entrarán en vigor las 

restricciones establecidas en relación a la contratación de obligaciones de corto plazo, a que se refiere el 

artículo 117, fracción VIII, último párrafo de este Decreto. 
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Sexto. Las Entidades Federativas y los Municipios enviarán al Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión 

un informe sobre todos los empréstitos y obligaciones de pago vigentes a la entrada en vigor del presente 

Decreto, en un plazo máximo de 60 días naturales, conforme a los lineamientos que aquél emita. 

 

Séptimo. La ley reglamentaria establecerá que en el registro a que se refiere el inciso 3º. de la fracción VIII 

del artículo 73 de este Decreto, se incluirán cuando menos los siguientes datos de cada empréstito y 

obligaciones: deudor, acreedor, monto, tasa de interés, plazo, tipo de garantía o fuente de pago, así como los 

que se determinen necesarios para efectos de fortalecimiento de la transparencia y acceso a la información. 

 

En tanto se implementa el referido registro, se pondrá a disposición de las comisiones legislativas 

competentes del Congreso de la Unión un reporte de las obligaciones y empréstitos a que se refiere el artículo 

9 de la Ley de Coordinación Fiscal con la que actualmente cuenta el registro, a más tardar en un plazo de 30 

días naturales; así como, aquella información adicional que las comisiones legislativas competentes soliciten a 

las autoridades relacionadas con la misma. Igualmente, se deberá informar cada cierre trimestral (marzo, 

junio, septiembre y diciembre), los empréstitos y obligaciones registrados en cada periodo, especificando en 

su caso, si fue utilizado para refinanciar o reestructurar créditos existentes. Lo anterior, con el objeto de que 

en tanto entra en vigor la ley reglamentaria y se implementa el registro, el Congreso de la Unión pueda dar 

puntual seguimiento al endeudamiento de los Estados y Municipios. Para tal efecto, la Auditoría Superior de 

la Federación, verificará el destino y aplicación de los recursos en los que se hubiera establecido como 

garantía recursos de origen federal. 

 

Las legislaturas de los Estados realizarán y publicaran por medio de sus entes fiscalizadores, una auditoría al 

conjunto de obligaciones del sector público, con independencia del origen de los recursos afectados como 

garantía, en un plazo no mayor a 90 días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 

Los servidores públicos y demás personal del Congreso de la Unión que tengan acceso a la información 

referente al presente Artículo Transitorio, serán responsables del manejo de la misma y responderán de los 

daños y perjuicios que en su caso ocasionen por su divulgación. 

 

Octavo. La ley reglamentaria a que se refiere el artículo 73, fracción VIII, inciso 3º. de este Decreto, 

establecerá las modalidades y condiciones de deuda pública que deberán contratarse mediante licitación 

pública, así como los mecanismos que se determinen necesarios para efectos de asegurar condiciones de 

mercado o mejores que éstas y el fortalecimiento de la transparencia en los casos en que no se establezca 

como obligatorio. 

 

MATERIA DE LA MINUTA  

 

Establecer nuevas reglas en materia de disciplina financiera. 

 

VALORACIÓN DE LA MINUTA 

 

La Minuta en estudio contiene un tema sensible que debe observarse a través de un análisis reflexivo. En ese 

sentido, en un primer tiempo nos adentraremos al estudio doctrinal y jurídico del concepto neurálgico de la 

Minuta, que lo es la “deuda pública”. 

 

Comenzando con el análisis doctrinario, el reconocido Maestro y analista financiero Jacinto Faya Viesca en 

su obra “Finanzas Públicas”, señala que la deuda pública “…es una herramienta poderosa para regular la 

política económica y financiera del Estado, siendo además un sólido instrumento de financiación para el 

desarrollo económico y social…los recursos externos no sólo son útiles para la satisfacción de necesidades 

internas; también lo son, fundamentalmente para vigorizar los instrumentos de desarrollo y hacer posible la 

formulación y ejecución de auténticos planes de la economía”. Continúa mencionando que “…para las 

finanzas públicas modernas, los recursos provenientes del empréstito público constituyen una forma normal 

que el Estado utiliza para obtener recursos”.  

 

Asimismo, el economista francés Pierre Paul Leroy-Beaulieu, afirmaba que “la deuda o empréstito público es 

la facultad que tiene el Estado de procurarse el goce o la disposición de un capital ajeno…en su ortodoxa 
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acepción, tiene la naturaleza propia de un empréstito voluntario concertado con los particulares a breve o 

largo vencimiento, sobre el mercado interior o exterior de capitales o del dinero”. 

  

Del análisis doctrinario esbozado anteriormente, se deduce la necesidad de que el Estado recurra a este 

mecanismo financiero y da cuenta de ello la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que en la 

jurisprudencia que a continuación se cita, subraya la importancia de que el Estado acceda a esta modalidad de 

financiamiento. 

 

DEUDA PÚBLICA. LAS DECISIONES ACERCA DEL ENDEUDAMIENTO DEL 

ESTADO DEBEN SER REFLEJO DE UN EJERCICIO DEMOCRÁTICO DEL 

PODER Y UNA MANIFESTACIÓN DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE 

PODERES. 

 

El tema del financiamiento del Estado adquiere una importancia superlativa en el 

ejercicio del poder público porque las deudas que pesan sobre las finanzas del Estado 

comprometen el crédito público; esto es, afectan hacia el futuro los recursos públicos 

que han de destinarse para su pago o garantía, así como las cargas que se dejan a las 

generaciones futuras. En efecto, son los gobernados quienes aportan los recursos con 

los que dichos compromisos financieros habrán de cumplirse de momento a momento 

y, en su beneficio, teóricamente, se justifica la adquisición de tales obligaciones; por 

ende, las consecuencias del endeudamiento, con todas las ventajas que pueda 

representar, inciden en todos los ámbitos de la vida nacional, como son el rumbo y 

proyecto de país al que se aspira, la planeación del desarrollo, la economía, el 

empleo y las políticas sociales, entre otras; de ahí que este legítimo interés de todos 

en la hacienda pública, y más específicamente en el rubro del endeudamiento, se 

ejerce desde un principio, precisamente, a través de la representación que asiste al 

Poder Legislativo y, en sistemas bicamerales, generalmente a través de la Cámara de 

Diputados. 

 

Acción de inconstitucionalidad 163/2007. Diputados integrantes de la LVIII 

Legislatura del Congreso del Estado de Sonora.  

 

No desconocemos que los altos niveles de endeudamiento, tanto de las entidades federativas como de los 

municipios, impactan negativamente en el crecimiento de nuestra economía, de ahí la necesidad de establecer 

reglas claras para garantizar que en el corto, mediano y largo plazo, se logre un manejo adecuado de las 

finanzas públicas en todo el territorio nacional.  

 

Para esta Asamblea no pasa desapercibida la necesidad de las entidades federativas y municipios, de contar 

con recursos extraordinarios para la realización de obras y proyectos que beneficien a la sociedad, mismos 

que ante la carencia de recursos propios, es necesario acudir a otras fuentes de financiamiento. Sin embargo, 

se ha abusado de este mecanismo de financiamiento a grado tal de poner en riesgo la marcha eficaz de la 

administración pública. 

 

Las estadísticas emitidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en esta materia, muestran un 

panorama sombrío a nivel nacional, ya que las cifras dan cuenta de un desaseo que debe ser atendido en lo 

inmediato. Por ello, coincidimos con lo argumentado por las dictaminadoras de la Cámara de Diputados, en 

que un sistema financiero estable, eficiente, competitivo e innovador contribuye a elevar el crecimiento 

económico sostenido, por lo cual, es ineludible contar con una regulación que salvaguarde la viabilidad de 

dicho sistema. 

 

Somos coincidentes en que tener finanzas públicas estables, abona a crear condiciones para un crecimiento 

económico perdurable y además, evita la opacidad en el ejercicio de los recursos públicos. 

 

No se omite señalar que de acuerdo a la fracción VIII del artículo 73 de la Ley Suprema del País, actualmente 

el Honorable Congreso de la Unión tiene la potestad de dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda celebrar 

empréstitos sobre el crédito de la Nación; para aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y mandar 
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pagar la deuda nacional y por su parte, los estados y municipios, teniendo como referente el párrafo segundo 

de la fracción VIII del artículo 117 del ordenamiento supremo y de acuerdo a lo previsto en sus constituciones 

locales, tienen la facultad de aprobar sus empréstitos. 

 

En ese tenor, creemos que es acertado reformar el citado artículo 73 para que sea el propio Congreso de la 

Unión quien tenga la atribución de estipular las bases generales para regular la deuda pública de los Estados, 

el Distrito Federal y los Municipios. Para tal efecto, se establecerá un registro público único de empréstitos y 

obligaciones así como un sistema de alerta, mismos que constituirán una herramienta fundamental para el 

endeudamiento público en México. 

 

También resulta encomiable la creación de una Comisión Bicameral que tenga como función el estudio, 

análisis y resolución de la deuda pública de aquellos estados que tengan un nivel elevado de endeudamiento y 

que requieran la garantía de la Federación para contratar algún empréstito y no menos importante es la adición 

de una fracción al artículo 73 constitucional, en el que se faculte al Congreso de la Unión a expedir leyes en 

materia de responsabilidad hacendaria, que tengan por objeto el manejo sostenible de las finanzas públicas, 

con base en el principio de estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero. Cabe resaltar, que si 

bien actualmente los principios de responsabilidad hacendaria atinentes a la Federación ya se encuentran 

regulados en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en vigor desde el 1° de abril del 

año 2006, lo cierto es, que con la ley que al efecto se apruebe, dichos principios ahora también serán 

aplicables a las entidades federativas y a los municipios, lo cual permitirá armonizar esta materia a nivel 

nacional. 

 

Otra de las bondades de la reforma en estudio consiste en que se le otorgan facultades a la Auditoría Superior 

de la Federación, para fiscalizar a las entidades federativas y municipios que hagan uso de la garantía de la 

Federación y a su vez, se audite el destino y ejercicio de los recursos correspondientes, derivados del 

endeudamiento. 

 

De igual manera, somos coincidentes en que se mandate a las entidades federativas para que contemplen en 

sus constituciones locales, las responsabilidades en que incurran los servidores públicos de los estados y 

municipios, por el manejo indebido de los recursos públicos así como de la deuda pública.  

 

No está de más señalar que es bienvenida la reforma al artículo 116 constitucional, en el que se conceden 

atribuciones a las entidades de fiscalización superior de las entidades federativas, para fiscalizar las acciones 

del Estado y los Municipios, en materia de fondos, recursos y deuda pública. 

 

Por último, siendo el artículo 117 de la Carta Magna quizá la principal base legal de los empréstitos, nos 

complace la modificación de dicho numeral, ya que para fomentar el uso responsable del endeudamiento y 

garantizar la sostenibilidad de las finanzas públicas en el país, se dispone que los endeudamientos deberán 

destinarse a inversiones públicas productivas o al refinanciamiento y reestructura de los mismos y asimismo, 

nos resulta plausible que con esta trascendental reforma se prohíba que los empréstitos se destinen a cubrir 

gasto corriente, porque lo anterior ayudará a sanear las finanzas de los estados y municipios en el territorio 

nacional. 

En ese orden de ideas, esta Legislatura del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, como parte integrante del 

Poder Reformador de la Constitución, en cumplimiento a lo postulado en el artículo 135 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, aprueba en sentido positivo la presente Minuta. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento además en los artículos 135 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; 52 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 70, 106 y 

demás relativos de su Reglamento General, es de proponerse y se propone: 

 

ÚNICO.- Se apruebe la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman los artículos 73, fracción VIII; 

79, fracción I, párrafos primero y segundo; 108, párrafo cuarto; 116, fracción II, párrafo sexto; 117, fracción 

VIII, párrafo segundo; y se adicionan los artículos 25, con un segundo párrafo, recorriéndose en su orden los 

subsecuentes; 73, con una fracción XXIX-V; y 117, fracción VIII, con los párrafos tercero y cuarto de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos transcritos en el Considerando 

Segundo de este instrumento legislativo. 

 

 

 

 

 

Así lo dictaminaron y firman la Diputada y Diputados integrantes de la Comisión de Puntos 

Constitucionales de la Honorable Sexagésima Primera Legislatura del Estado de Zacatecas a los trece 

días del mes de abril de dos mil quince. 
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